SENTENCIA DE TUTELA 1ª INSTANCIA N° 005
RADICACIÓN: 6600122040002020-00022-00
ACCIONANTE: CARLOS HUMBERTO MARTÍNEZ O.
NIEGA AMPARO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO  / SOLICITUD A FISCALÍA / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / IMPOSIBILIDAD DE DESCONOCER PROVIDENCIAS QUE HICIERON TRÁNSITO A COSA JUZGADA / HECHO SUPERADO.
En este caso en particular, observa la Sala que las pretensiones del señor Martínez Ospina se concretan en tres puntos a saber: (i) que el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes admita la revisión de la preclusión allí proferida; (ii) que se reabran las dos investigaciones que se tramitaron contra Y.M.M.R. ante las Fiscalías accionadas; y (iii) que se le allegue copia íntegra y actualizada de los dos expedientes que se adelantaron con ocasión de las denuncias formuladas en los años 2012 y 2014. (…)
… en cuanto a su primera petición, existe claridad que el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes decretó la preclusión solicitada por la Fiscalía 17 Seccional a favor de la menor Y.M.M.R…, sin que frente a la misma se hubiere realizado reparo alguno por parte del interesado, quien asistió no solo a la sustentación sino a la lectura de la decisión, a consecuencia de lo cual esa determinación, como en efecto lo refirió el a quo, hizo tránsito a cosa juzgada, es decir, a la hora de ahora tal providencia judicial es inmutable, vinculante y por ende definitiva. (…)
Respecto a la segunda pretensión…, debe decirse que esa pretensión no puede ser objeto de amparo por la vía constitucional, en atención al principio de subsidiariedad  que rige la tutela, como quiera que la misma no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional…
Finalmente, y en punto de la solicitud que eleva para que las Fiscalías procedan a hacerle entrega de las copias íntegras de las investigaciones que allí se surten, aunque el actor señala que las mismas se le han ocultado, de la información que se aportó a esta Corporación se evidencia que los referidos despachos le han facilitado al interesado las copias por él reclamadas…
REPÚBLICA DE COLOMBIA

PEREIRA-RISARALDA
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veinticinco (25) de febrero de dos mil veinte (2020)

                                                                   Acta de Aprobación No 161
                                                   Hora: 1:50 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor CARLOS HUMBERTO MARTÍNEZ OSPINA contra las Fiscalía 17 Seccional y 31 Local adscritas a la Unidad de Responsabilidad Penal para Adolescentes de Pereira, y el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes, al considerar vulnerados sus derechos de acceso a la Administración de Justicia, debido proceso e igualdad.

2.- SOLICITUD 
Lo expresado por el señor MARTÍNEZ OSPINA, se puede sintetizar de la siguiente manera: (i) en las Fiscalías 17 Seccional y 31 Local URPA se adoptaron decisiones que favorecieron a Y.M.M.R. a quien inicialmente denunció por falsa denuncia y posteriormente por injuria, calumnia y falso testimonio, lo que ha permitido que tales conductas permanezcan impunes, con el perjuicio para él por su prolongada privación de su libertad; (ii) con el fin de obtener pruebas de los delitos cometidos por Y.M.M.R. ha solicitado a esos despachos copia íntegra de las declaraciones rendidas por la misma y por SERGIO ALEJANDRO TORRES LÓPEZ, pero se le oculta tal información injustamente, pese a que en lo allí obrante se vislumbra que es víctima y tiene derecho a conocer los expedientes; (iii) se ha predicado falsamente que las dos denuncias contra Y.M.M.R. son por iguales hechos, cuando son distintos delitos que en diferentes momentos y lugares ha cometido, lo que fue conocido por las Fiscalías, pero aun así la denunciada goza de impunidad y tampoco le entregan las copias que pide, ya que solo se le allega documentación parcial y se le ocultan los testimonios de los ya aludidos.

Pide se protejan los derechos que considera vulnerados y como consecuencia de ello reclama: (i) que se vincule al Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes, donde no se admite revisar la preclusión adoptada con ocasión de su primera denuncia contra Y.M.M.R., a la que no se pudo oponer por hallarse bajo amenazas de muerte; (ii) se ordene la reapertura de las dos investigaciones que se tramitaron contra Y.M.M.R., y (iii) que se ordene a los accionados que le alleguen copia íntegra y actualizada de los dos expedientes, uno del año 2012 y otro del año 2014, donde se incluyan los testimonios de las personas que allí relaciona.

3.- CONTESTACIÓN

La Corporación corrió traslado de la acción constitucional a las Fiscalía 17 Seccional y 31 Local URPA, y dispuso vincular a la actuación al Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira y a los agentes del Ministerio Público que actúan ante las Fiscalías accionadas, quienes así se pronunciaron los siguientes:

- El Fiscal 31 Local URPA, informa que en relación con las pretensiones del actor, se procedió a dar respuesta al mismo y se le remitió copia íntegra del expediente radicado al Nº 660016001248-2014-00663, que allí se tramitó por el delito de injuria y donde fungía CARLOS HUMBERTO MARTÍNEZ en calidad de víctima.

- El Fiscal 17 Seccional URPA, expresa lo siguiente: (i) CARLOS HUMBERTO MARTÍNEZ formuló denuncia contra la adolescente M.Y.M.R. por injuria, calumnia y falso testimonio, que en su momento tramitó la Fiscalía 13 URPA, bajo radicación Nº 660016000036-2012-02453 y que se tipificó como falsa denuncia, una vez se allegó a la misma la Sentencia de Condena proferida en primera instancia contra del señor MARTÍNEZ OSPINA, se solicitó la celebración de audiencia de preclusión, la que se llevó a cabo ante el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes, con la intervención del denunciante, quien no se opuso a tal petición, por lo que el Juzgado precluyó tal actuación en febrero 20 de 2013, sin que el acá accionante hubiera interpuso recurso alguno; (ii) mediante oficio de noviembre 13 de 2019 se le remitió al actor copia de la actuación; (iii)  en julio 24 de 2014 nuevamente el señor MARTINEZ interpuso nueva denuncia por falso testimonio, la que quedó radicada al Nº 660016001248-2014-00672, donde se dictó auto de archivo en julio 08 de 2016, (iv) estima que la Fiscalía ha atendido oportunamente los requerimientos del actor, a quien se le han remitido las piezas procesales por el pedidas, con lo cual se descarta de plano el presunto ocultamiento de información.
- El Juez Primero Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira, señala lo siguiente: (i) allí se tramitó preclusión dentro del proceso radicado al Nº 660016000036-2012-02453, donde figuraba como denunciante CARLOS HUMBERTO MARTÍNEZ, y denunciada por falsa denuncia la menor Y.M.M.R., en cuya sustentación participó el accionante, quien manifestó estar de acuerdo con ello y por ende en febrero 20 de 2013 se precluyó tal actuación,  sin haber sido impugnada por ninguno de los intervinientes; (ii) Pasados más de 3 años, esto es en el año 2016, el demandante indicó no estar conforme con dicha preclusión, por cuanto estaba amenazado y pidió que se reabriera el trámite, a lo que no se accedió, en tanto tal determinación tiene efectos de cosa juzgada; (iii) en diciembre de 2019 en tutela, el actor envía dos peticiones donde insiste en que se revise dicha preclusión y que la Fiscalía le allegue unas pruebas testimoniales, los cuales se le responden y se le recalca la imposibilidad jurídica de abrir nuevamente el debate con ocasión de la preclusión a favor de Y.M.M.R. y se le indica que las copias debe pedirlas a la Fiscalía; (iv) la denuncia por falsa denuncia fue presentada por el actor contra Y.M.M.R., luego de que esta lo acusara por delitos contra la libertad e integridad sexual, donde fue condenado en primera instancia y confirmada por la Sala Penal del Tribunal Superior, y (v) no resultan procedentes las pretensiones frente a ese despacho, en tanto allí solo se conoció la preclusión por falsa denuncia, la que al cobrar ejecutoria no puede revivirse debate al respecto.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes. Igualmente, por parte del Centro de Servicios Judiciales para el Sistema Penal Acusatorio se informó que si bien el señor CARLOS HUMBERTO MARTÍNEZ OSPINA ha presentado diversas peticiones, no ha requerido los registros fílmicos de la audiencia de juicio que se realizó dentro del proceso que se surtió en su contra bajo radicación Nº 6600160000105-2011-00104.

De igual manera, la Corporación realizó inspección judicial a los expedientes que fueron tramitados en su oportunidad por las Fiscalías 17 Seccional y 31 Local URPA, correspondiente a los radicados Nos. 660016000362012-02453; 6600160012482014-00663 y 6600160012482014-00672.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar este caso de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382/00, este último modificado por los Decretos 1069/15 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer si por parte de las Fiscalías 17 Seccional y 31 Local URPA, y el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de esta capital, se vulneraron los derechos fundamentales que estima conculcados el señor MARTÍNEZ OSPINA.

5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 Superior, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de las autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En este caso en particular, observa la Sala que las pretensiones del señor MARTÍNEZ OSPINA se concretan en tres puntos a saber: (i) que el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes admita la revisión de la preclusión allí proferida; (ii) que se reabran las dos investigaciones que se tramitaron contra Y.M.M.R. ante las Fiscalías accionadas; y (iii) que se le allegue copia íntegra y actualizada de los dos expedientes que se adelantaron con ocasión de las denuncias formuladas en los años 2012 y 2014.

Pues bien, en cuanto a su primera petición, existe claridad que el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes decretó la preclusión solicitada por la Fiscalía 17 Seccional a favor de la menor Y.M.M.R., quien había sido denunciada por el señor MARTÍNEZ OSPINA por la conducta de falsa denuncia, radicada al Nº 660016000036-2012-02453, sin que frente a la misma se hubiere realizado reparo alguno por parte del interesado, quien asistió no solo a la sustentación sino a la lectura de la decisión, a consecuencia de lo cual esa determinación, como en efecto lo refirió el a quo, hizo tránsito a cosa juzgada, es decir, a la hora de ahora tal providencia judicial es inmutable, vinculante y por ende definitiva. 

Lo anterior implica, como así lo dijo el funcionario accionado, que no puede reabrirse un debate que ya fue objeto de estudio y decisión de fondo, y mucho menos puede ser utilizada la tutela como una tercera instancia para lograr tal cometido, a todas luces improcedente. Y es así en cuanto contra tal determinación no procede recurso ni instancia alguna, ya que las únicas conductas por las cuales se tendría la posibilidad de acudir a la acción de revisión, cuando de preclusión se trata, son aquellas relacionadas con violación a los derechos humanos, delitos de lesa humanidad o contra el derecho internacional humanitario, como lo tiene sentada la jurisprudencia de la Sala de Casación Penal
, situación que en este asunto no acontece.

Respecto a la segunda pretensión, esto es, que las Fiscalías demandas procedan a decretar la reapertura de las investigaciones que allí se surtieron, debe decirse que esa pretensión no puede ser objeto de amparo por la vía constitucional, en atención al principio de subsidiariedad
 que rige la tutela, como quiera que la misma no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley.

En este caso, el señor MARTINEZ reclama que por vía de tutela se ordene a las Fiscalías accionadas la reapertura de las investigaciones radicadas a los Nros. 6600160012482014-00663 y 6600160012482014-00672, en las cuales se profirieron resoluciones de archivo, pero ante a ello debe decirse que el actor no ha agotado los medios de defensa judicial que el ordenamiento jurídico tiene previstos, como quiera que inicialmente y de conformidad con lo reglado en el canon 79 C.P.P., debe pedir la reapertura de los respectivos casos, y si la postura del órgano persecutor es la de abstenerse de obrar en tal sentido por la carencia de pruebas nuevas que permitan considerar la necesidad de dar continuidad a la investigación adelantada, en su calidad de denunciante bien podría concurrir ante el juez de control de garantías -literal g, art. 11 C.P.P.-, por intermedio de un defensor, para que sea dicho funcionario quien determine si existe mérito para ordenar a la Fiscalía que prosiga la indagación, como de tiempo atrás lo tiene decantado la jurisprudencia.

En efecto, sobre ese particular la Corte Constitucional en sentencia C-1154/05, indicó:

“Igualmente, se debe resaltar que las víctimas tienen la posibilidad de solicitar la reanudación de la investigación y de aportar nuevos elementos probatorios para reabrir la investigación. Ante dicha solicitud es posible que exista una controversia entre la posición de la Fiscalía y la de las víctimas, y que la solicitud sea denegada. En este evento, dado que se comprometen los derechos de las víctimas, cabe la intervención del juez de garantías. Se debe aclarar que la Corte no está ordenando el control del juez de garantías para el archivo de las diligencias sino señalando que cuando exista una controversia sobre la reanudación de la investigación, no se excluye que las víctimas puedan acudir al juez de control de garantías”. -negrillas de la Sala-.

 
De igual forma la Sala de Casación Penal ha sostenido
:

 
“Por último, en tercer lugar, como quiera que la decisión de archivo puede tener incidencia sobre los derechos de las víctimas, pues a ellas les interesa que se adelante una investigación previa para que se esclarezca la verdad y se evite la impunidad, […] Se resalta en cuanto a las víctimas (lo que se hace extensivo al Ministerio Público), que tienen la posibilidad de solicitar la reanudación de la investigación y de aportar nuevos elementos probatorios para reabrir la investigación. Ante dicha solicitud es posible que exista una controversia entre la posición de la Fiscalía y la de las víctimas, y que la solicitud sea denegada. En este evento, dado que se comprometen los derechos de las víctimas, cabe la intervención del juez de garantías, sin que con ello se esté significando que la orden de archivo de las diligencias, en cuanto tal, esté sujeta a control por parte del juez de garantías, pues lo que se quiere significar es que cuando exista una controversia sobre la reanudación de la investigación, no se excluye que las víctimas puedan acudir al juez de control de garantías”. -negrillas de la Sala-

Precisamente por ello, la acción de tutela no está llamada a prosperar, como lo ha sostenido de tiempo atrás el órgano de cierre de la jurisdicción constitucional:

“[…] la acción de tutela no es procedente frente a procesos en trámite o ya extinguidos en los cuales el ordenamiento jurídico tiene establecido medios de defensa judiciales idóneos y eficaces para asegurar la protección de los derechos y las garantías fundamentales, pues en el evento de desconocer esta situación, se estaría quebrantando el mandato del artículo 86 superior y desnaturalizando la figura de la acción de tutela”
 

Así las cosas, al existir un procedimiento específico al que debe acudir el señor MARTÍNEZ OSPINA para debatir los acontecimientos que ahora informa (de lo cual está plenamente enterado como se aprecia de lo plasmado en uno de sus escritos fechado agosto 23 de 2016 -ver específicamente folio 73-), será en el interior del mismo donde se diluciden todas y cada una de las circunstancias que considera deben ser tenidas en cuenta para lograr la reapertura de las referidas indagaciones, por lo que no se observa razón alguna para que el accionante no haya concurrido ante la instancia pertinente con miras a la defensa de sus derechos, sin que el hecho de hallarse privado de la libertad sea óbice para ello, ya que puede pedir a la Defensoría del Pueblo la asignación de un defensor que le brinde asesoría y determine si se hace necesario o no acudir ante el juez con función de control de garantías en su representación.

Finalmente, y en punto de la solicitud que eleva para que las Fiscalías procedan a hacerle entrega de las copias íntegras de las investigaciones que allí se surten, aunque el actor señala que las mismas se le han ocultado, de la información que se aportó a esta Corporación se evidencia que los referidos despachos le han facilitado al interesado las copias por él reclamadas, como así lo expresaron a esta instancia los respectivos funcionarios y se aprecia a folios 19, 47 y 75, en las que muy seguramente se encuentra la entrevista tomada al señor SERGIO ALEJANDRO TORRES LÓPEZ y el interrogatorio recibido a Y.M.M.R. obrantes en el proceso radicado al Nº 6600160012482014-00663 que se tramitó ante la Fiscalía 31 Local, así como las declaraciones extraproceso que aportó el mismo denunciante y rendidas por las señoras ANGÉLICA MORA GUERRA, MARÍA LILIA OSPINA POSSO y MARÍA ELENA ORDUZ, las que obran en el expediente que se adelantó en la Fiscalía 17 Seccional, radicado al Nº 6600160012482014-00672
.  
De otro lado, si por el contrario la intención del señor CARLOS HUMBERTO MARTÍNEZ es obtener la declaración que dichas personas al parecer rindieron dentro del proceso radicado al Nº 660016000105-2011-00114, donde fue juzgado y condenado en primera y segunda instancias, deberá elevar la petición pertinente ante el Centro de Servicios Judiciales del Sistema Penal Acusatorio de Pereira para que se le suministre copia de la audiencia de juicio oral, y así podrá tener conocimiento de lo plasmado por quienes allí rindieron declaración.

En ese orden de ideas, para la Sala en este preciso asunto no se observa vulneración alguna a los derechos fundamentales del actor, y en consecuencia se negará el amparo.

De otro lado, no sobra referirlo, en lo relativo al escrito que allegó con posterioridad a esta Sala el actor, relacionado con el “testimonio juramentado” que tanto él como su señora madre MARTHA LILIA OSPINA POSSO rindieron para el proceso con radicación 660016000105-2011-00014, para que estos sean analizados dentro de esta acción de tutela como prueba de las conductas que ha cometido la joven Y.M.M.R., la Sala se abstendrá de pronunciarse sobre ese particular en tanto el caso que se surtió en contra del acá accionante ya fue objeto de decisión de fondo por parte del Tribunal, motivo por el cual no se podría en sede Constitucional efectuar pronunciamiento a ese respecto; y, por lo demás, si pretende hacer valer las referidas pruebas deberá hacerlo ante la autoridad judicial competente, máxime cuando lo que de allí se desprende es al parecer la existencia de una nueva denuncia, esta vez contra el padre de la joven M.Y.M.R.

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE NIEGA el amparo constitucional reclamado por el señor CARLOS HUMBERTO MARTÍNEZ OSPINA. 

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,

ADRIANA JULIA CATAÑO LÓPEZ
� CSJ SP, 8 mar. 2017, Rad. 43669.


� Cfr. Sentencia T-313/05.


� CSJ. Sala Plena M.P. Yesid Ramírez Bastidas. Exp. No. 110010230015-2007-0019. Aprobado Acta No. 022. Julio 5 de 2007.


� Corte Constitucional, sentencia T-1343 de 2001.


� Ver folios 90 a 98.
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